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Bogotá, D.C.,                                                                                                  

                                                                                                
CONCEPTO SSPD-OJ-2026-262 

Señor 

XXXXXXXXXXXXXXXX 

 

Ref. Solicitud de concepto1 
 
COMPETENCIA  
 
De conformidad con lo establecido en el numeral 2 del artículo 11 del Decreto 1369 de 20202, la 
Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios - 
Superservicios es competente para “…absolver las consultas jurídicas externas relativas al 
régimen de los servicios públicos domiciliarios”. 
 
ALCANCE DEL CONCEPTO 
 
Se precisa que la respuesta contenida en este documento corresponde a una interpretación 
jurídica general de la normativa que conforma el régimen de los servicios públicos domiciliarios, 
razón por la cual los criterios aquí expuestos no son de obligatorio cumplimiento o ejecución, tal 

                                                 
1 Radicado:  
TEMA: OFICINAS DE ATENCIÓN AL USUARIO EN LAS ESP  
Subtema: Obligación de constitución de Oficinas de petición, quejas y recursos en materia de atención al usuario.  
“Por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones” 

2 “Por medio de la cual se crea la sociedad por acciones simplificada”. 

https://www.superservicios.gov.co/Atencion-y-servicios-a-la-ciudadania/peticiones-quejas-reclamos-sugerencias-denuncias-y-felicitaciones
https://www.superservicios.gov.co/Atencion-y-servicios-a-la-ciudadania/peticiones-quejas-reclamos-sugerencias-denuncias-y-felicitaciones
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como lo dispone el artículo 28 de la Ley 1437 de 20113, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 
de 20154.  
 
Por otra parte, la Superservicios no puede exigir que los actos o contratos de un prestador de 
servicios públicos domiciliarios se sometan a su aprobación previa, ya que de hacerlo incurriría 
en una extralimitación de funciones, así lo establece el parágrafo 1 del artículo 79 de la Ley 142 
de 1994, modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001. 
 
CONSULTA 
 
A continuación, se transcribe la consulta elevada: 
 

“(…) En el documento encontrarán la solicitud detallada para que se determine la 
obligatoriedad de la empresa (sic) de contar con una oficina de atención presencial 
en nuestro municipio, en aras de garantizar los derechos y la atención adecuada de 
los usuarios. 
 
“PRIMERO: Que se pronuncia de FONDO sobre mi solicitud, determinando si (sic), 
está o no obligada por ley a tener una oficina de atención presencial en el municipio 
de la Unión. Valle.  
 
SEGUNDO: Que, en caso de que la Ley así lo exija, se ordene a (sic) la instalación 
de una oficina de atención presencial en el municipio de la Unión. Valle, para 
garantizar la atención adecuada de los usuarios. (…)  
 
 

NORMATIVA Y DOCTRINA APLICABLE  
 
Ley 142 de 19945 

Consejo de Estado -Sección Segunda-Subsección B-. Rad.: 08001-23-33-000- 2016-01466- 
01(AC) del 14 de marzo de 20176.  
Consejo de Estado- Sección Tercera Rad: 470012331000200900025 01 (41745) del 19 de 
febrero de 20217 

Concepto SSPD-OJ-2026-149 
 
 
CONSIDERACIONES 
 
Previo a atender la consulta planteada, es de reiterar que en sede de consulta no es posible 
emitir pronunciamientos y/o decidir situaciones de carácter particular y concreto, teniendo en 
cuenta que los conceptos constituyen orientaciones que no comprometen la responsabilidad de 

                                                 
3 “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
4 “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.” 
5.” Por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones” 
6. “Consejo de Estado -Sección Segunda-Subsección B-. Rad.: 08001-23-33-000- 2016-01466- 01(AC) del 14 de marzo de 2017” 
7. “Consejo de Estado- Sección Tercera Rad: 470012331000200900025 01 (41745) del 19 de febrero de 2021” 

 



 
 
 
RADS                              Página 3 de 10 

 

 
 

Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios 
www.superservicios.gov.co   -  sspd@superservicios.gov.co 

la Superintendencia y no tienen carácter obligatorio o vinculante, ya que se emiten conforme 
con lo dispuesto en el artículo 28 de la Ley 1437 de 2011, introducido por sustitución de la 
Ley 1755 del 30 de junio de 2015. 
 
De acuerdo con lo anterior, se procederá a tratar el tema en consulta, a partir del estudio de los 
siguientes ejes temáticos: i) Obligación de constitución de Oficinas de petición, quejas y recursos 
en materia de atención al usuario 
 
i) Obligación de constitución de Oficinas de petición, quejas y recursos en materia de 
atención al usuario. 
 
Frente al tema objeto de consulta, esta Oficina Asesora Jurídica, ha emitido pronunciamiento 
mediante Concepto SSPD-OJ-2026-149, en el que se indicó:  
 
“ (…) 
 

Se debe comenzar por precisar, que en materia de servicios públicos domiciliarios, el 
suscriptor, como persona natural o jurídica con la cual se ha celebrado un contrato de 
condiciones uniformes de servicios públicos, así como el usuario, que es quien se beneficia 
con la prestación de un servicio público domiciliario, según las definiciones de los numerales 
31 y 33 del artículo 14 de la Ley 142 de 1994, cuentan con el derecho a solicitar y obtener 
información oportuna de los prestadores de servicios públicos, respecto de las actividades 
y operación involucrada en la prestación de estos, tal y como se dispuso en el numeral 4 
del artículo 9 ibídem:  
 

“ARTÍCULO 9. DERECHO DE LOS USUARIOS. Los usuarios de los servicios públicos 
tienen derecho, además de los consagrados en el Estatuto Nacional del Usuario y demás 
normas que consagren derechos a su favor, [siempre que no contradigan esta ley, a]:  
 
(…)  
 
9.4. Solicitar y obtener información completa, precisa y oportuna, sobre todas las 
actividades y operaciones directas o indirectas que se realicen para la prestación de los 
servicios públicos, siempre y cuando no se trate de información calificada como secreta o 
reservada por la ley y se cumplan los requisitos y condiciones que señale la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios.”  

 
Lo anterior tiene su fundamento constitucional, en el artículo 23 de la Constitución Política, 
que contempla el derecho fundamental de petición, como aquella posibilidad que tiene toda 
persona a:  
 

(i) Presentar solicitudes respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general 
o particular,  

(ii) Obtener de ellas pronta resolución. Igualmente, señala este artículo que el 
legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar 
los derechos fundamentales.  
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Esta garantía constitucional, en el caso de los servicios públicos domiciliarios, fue 
contemplada por el legislador en la Ley 142 de 1994, la cual hace alusión a la facultad de 
los usuarios para presentar solicitudes y que es aplicable a todos los prestadores de 
servicios públicos domiciliarios, sin importar su naturaleza jurídica, esto es, si son empresas 
públicas, privadas o mixtas, comunidades organizadas, empresas industriales y 
comerciales del Estado o municipios prestadores directos.  
 
No solo en el artículo 9 antes referido, sino también en el artículo 152 de la mencionada 
Ley, al establecer que, dentro del régimen de servicios públicos domiciliarios, es de la 
esencia del contrato de condiciones uniformes que el suscriptor o usuario pueda presentar 
peticiones, quejas y recursos derivados de su ejecución, al tenor literal dice:  
 

“ARTÍCULO 152. DERECHO DE PETICIÓN Y DE RECURSO. Es de la esencia del 
contrato de servicios públicos que el suscriptor o usuario pueda presentar a la empresa 
peticiones, quejas y recursos relativos al contrato de servicios públicos. 
 
Las normas sobre presentación, trámite y decisión de recursos se interpretarán y 
aplicarán teniendo en cuenta las costumbres de las empresas comerciales en el trato 
con su clientela, de modo que, en cuanto la ley no disponga otra cosa, se proceda de 
acuerdo con tales costumbres.”  
 

En ese sentido, al ser una facultad constitucional y legal presentar peticiones por parte de 
los usuarios y/o suscritores, correlativamente los prestadores de servicios públicos 
domiciliarios tienen el deber de constituir oficinas de peticiones, quejas y recursos 
(PQR), para atenderlas adecuadamente, así se señaló en el artículo 153 de la Ley 142 
de 1994, que contempla:  
 

ARTÍCULO 153. DE LA OFICINA DE PETICIONES Y RECURSOS. Todas las 
personas prestadoras de servicios públicos domiciliarios constituirán una 
"Oficina de Peticiones, Quejas y Recursos", la cual tiene la obligación de recibir, 
atender, tramitar y responder las peticiones o reclamos y recursos verbales o escritos 
que presenten los usuarios, los suscriptores o los suscriptores potenciales en relación 
con el servicio o los servicios que presta dicha empresa. 
 
Estas "Oficinas" llevarán una detallada relación de las peticiones y recursos 
presentados y del trámite y las respuestas que dieron. Las peticiones y recursos serán 
tramitados de conformidad con las normas vigentes sobre el derecho de petición.” 
(Subraya fuera del texto). 

 
De la norma citada, se puede colegir la obligación de las personas prestadoras de 
servicios públicos domiciliarios, de constituir y/o crear dichas oficinas de peticiones, quejas 
y recursos para poder recibir, atender y tramitar las peticiones, en razón a los servicios 
que estas presten, garantizando mecanismos idóneos y accesibles para la atención de los 
usuarios y suscriptores.  
 
Por lo tanto, es fundamental precisar que la obligación de los prestadores de servicios 
públicos domiciliarios de contar con una oficina de atención al ciudadano, tiene su sustento 
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constitucional, toda vez, que deben garantizar la respuesta a las peticiones de usuarios y 
suscriptores. De ahí que, el mencionado artículo 153 establece que dicho trámite de las 
peticiones debe seguir y aplicar las normas vigentes sobre el derecho de petición, 
remitiendo así a las disposiciones aplicables del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo (CPACA).  
 
Lo anterior obedece a las facultades otorgadas por la Ley 142 de 1994 a las empresas de 
servicios públicos domiciliarios, pues se les permiten adoptar decisiones unilaterales o 
emitir actos administrativos para resolver controversias frente al usuario, declarar 
derechos en casos concretos e incluso resolver recursos de reposición. En razón a ello, 
el Consejo de Estado en sentencia de 20176 señaló que: 
 

“(…) la Ley 142 de 1994, la cual, con miras a asegurar la organización, el 
funcionamiento, la continuidad, la eficiencia y la eficacia del servicio, le otorgó a las 
empresas de servicios públicos una serie de potestades, entre ellas (…) la potestad 
de ejercer la autotutela, propia de las autoridades administrativas, cuando pueden a 
través de decisiones unilaterales o actos administrativos definir una controversia 
frente al usuario y, por consiguiente, declarar en un caso concreto, un determinado 
derecho, e incluso decidir el recurso de reposición contra dichas decisiones, lo cual, 
constituye prerrogativas de autoridad pública, que cumplen funciones administrativas. 
(…) Así pues, como quiera que las empresas de servicios públicos domiciliarios, por 
la calidad del servicio que prestan, ejercen función administrativa, es claro que los 
trámites y procedimientos que ejecuten dichas entidades deberán sujetarse a lo 
dispuesto en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 1437 de 
2011 (CPACA)” 
 

En sintonía con lo anterior, la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo 
del Consejo de Estado7 reiteró que las empresas de servicios públicos domiciliarios gozan 
de privilegios y prerrogativas propias de las autoridades administrativas, en los siguientes 
términos:  
 

Diferentes disposiciones de la ley 142 de 1994, con miras a asegurar la organización, el 
funcionamiento, la continuidad, la eficiencia y la eficacia del servicio, otorgan a las 
empresas de servicios públicos una serie de derechos, privilegios y prerrogativas que 
son propias del poder público, vgr, (…) la potestad de ejercer la autotutela, propia de las 
autoridades administrativas, cuando pueden a través de decisiones unilaterales o actos 
administrativos definir una controversia frente al usuario y, por consiguiente, declarar lo 
que es derecho en un caso concreto, e incluso decidir el recurso de reposición contra 
dichas decisiones (arts 4, 56, 57, 106 a 114, 117, 119, 152 a 159).  
 
Consecuente con lo dicho, si la ley le ha otorgado a las empresas el repertorio de 
derechos, prerrogativas y privilegios (…), que son propios de las autoridades públicas, 
también pueden serle aplicables los mecanismos del control de legalidad que se han 
establecido para los actos administrativos que profieren las autoridades administrativas, 
pues al lado de la prerrogativa pública el derecho igualmente regula los mecanismos 
para la protección de los derecho de los administrados” (Subrayado fuera de texto).  
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Asimismo, dicha facultad, también fue contemplada en la Ley 1755 de 2015 (reguladora 
del derecho fundamental de petición), la cual es aplicable a las empresas prestadoras 
por doble vía: primero, por la remisión normativa del artículo 153 de la Ley 142 de 1994; 
y segundo, por mandato directo, el artículo 33 de la Ley 1755, que indica: 
 

“Artículo 33. Derecho de petición de los usuarios ante instituciones privadas. Sin 
perjuicio de lo dispuesto en leyes especiales, a las Cajas de Compensación Familiar, a 
las Instituciones del Sistema de Seguridad Social Integral, a las entidades que 
conforman el sistema financiero y bursátil y a aquellas empresas que prestan 
servicios públicos y servicios públicos domiciliarios, que se rijan por el derecho 
privado, se les aplicarán en sus relaciones con los usuarios, en lo pertinente, las 
disposiciones sobre derecho de petición previstas en los dos capítulos anteriores. (…)”. 
(Subrayado fuera de texto). 
 
Bajo ese marco jurisprudencial, queda claro que los prestadores de servicios públicos 
domiciliarios, en lo que refiere al trámite de peticiones y demás aspectos relacionadas 
con ello, actúan en ejercicio de funciones administrativas, de cara a las prerrogativas 
aplicables cuando definen situaciones jurídicas frente al usuario. Por tanto, en dichos 
asuntos le es aplicable el artículo 2 del CPACA, a fin de garantizar el correcto trámite 
de las peticiones y recursos presentados.  
 
Se reitera que uno de los derechos de las personas ante las autoridades e instituciones 
privadas, tales como las empresas de servicios públicos domiciliarios, es el de 
presentar peticiones en cualquier modalidad, ya sea verbal o escrita, a su vez, 
corresponde a estas informar los canales disponibles para recibirlas (escritos, verbales 
o electrónicos), de conformidad con las condiciones operativas y organizacionales 
definidas por cada prestador, siempre que se garantice el ejercicio efectivo del derecho 
de petición. Precisando que a las empresas prestadoras de servicios públicos les son 
aplicables las reglas generales y especiales del derecho de petición previstas en los 
Capítulos I y II de la Ley 1437 de 2011, tal y como fue explicado en las consideraciones 
expuestas.  
 
Ahora bien, en cuanto a las condiciones mínimas de atención al usuario por parte de 
las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios, resulta pertinente indicar 
que, en lo relacionado con el trámite de peticiones, quejas, reclamos y recursos, les 
son aplicables las disposiciones previstas en el artículo 7 de la Ley 1437 de 2011, en 
lo pertinente al ejercicio de funciones administrativas. 
 
En este sentido, el citado artículo dispone:  
 
“ARTÍCULO 7. Deberes de las autoridades en la atención al público. Las 
autoridades tendrán, frente a las personas que ante ellas acudan y en relación con los 
asuntos que tramiten, los siguientes deberes: 
 
1. Dar trato respetuoso, considerado y diligente a todas las personas sin distinción.  
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2. Garantizar atención personal al público, como mínimo durante cuarenta (40) horas a 
la semana, las cuales se distribuirán en horarios que satisfagan las necesidades del 
servicio.  
 
3. Atender a todas las personas que hubieran ingresado a sus oficinas dentro del 
horario normal de atención.  
 
4. Establecer un sistema de turnos acorde con las necesidades del servicio y las nuevas 
tecnologías, para la ordenada atención de peticiones, quejas, denuncias o reclamos, 
sin perjuicio de lo señalado en el numeral 6 del artículo 5 de este Código.  
 
5. Expedir, hacer visible y actualizar anualmente una carta de trato digno al usuario 
donde la respectiva autoridad especifique todos los derechos de los usuarios y los 
medios puestos a su disposición para garantizarlos efectivamente. 
 
6. Tramitar las peticiones que lleguen vía fax o por medios electrónicos, de conformidad 
con lo previsto en el numeral 1 del artículo 5 de este Código.  
 
7. Atribuir a dependencias especializadas la función de atender quejas y reclamos, y 
dar orientación al público. 8. Adoptar medios tecnológicos para el trámite y resolución 
de peticiones, y permitir el uso de medios alternativos para quienes no dispongan de 
aquellos.  
 
9. Habilitar espacios idóneos para la consulta de expedientes y documentos, así como 
para la atención cómoda y ordenada del público.  
 
10. Todos los demás que señalen la Constitución, la ley y los reglamentos.”  
 

Bajo dicho marco normativo, corresponde a los prestadores definir las condiciones 
operativas y organizacionales para la atención de los usuarios, de conformidad con las 
características propias de la prestación del servicio, garantizando en todo caso el 
ejercicio efectivo del derecho de petición y el acceso de los usuarios a canales idóneos 
de atención.  
 
(…)” 

 
En materia de servicios públicos domiciliarios, las personas prestadoras tienen la obligación de 
garantizar mecanismos adecuados para la atención de las peticiones, quejas, reclamos y 
recursos formulados por los usuarios y suscriptores, en cumplimiento de lo dispuesto en los 
artículos 152 y 153 de la Ley 142 de 1994, normas que reconocen el derecho de los usuarios a 
presentar solicitudes relacionadas con la prestación del servicio y, correlativamente, imponen a 
los prestadores el deber de contar con oficinas encargadas de recibir, tramitar y responder dichas 
actuaciones.  
 
Para esto, el régimen de los servicios públicos domiciliarios establece como obligación de las 
personas prestadoras constituir oficinas de peticiones, quejas y recursos encargadas de recibir, 
atender, tramitar y responder las solicitudes presentadas por los usuarios, suscriptores y 
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suscriptores potenciales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 153 de la Ley 142 de 
1994. 
 
Bajo ese contexto, y teniendo en cuenta que en lo relacionado con el trámite de peticiones y 
recursos los prestadores ejercen funciones administrativas, resultan aplicables las disposiciones 
pertinentes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo –
CPACA–. En particular, las establecidas en el artículo 7 de la Ley 1437 de 2011. 
 
En consecuencia, las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios deben 
implementar mecanismos organizacionales que permitan una atención ordenada, eficiente y 
accesible de los usuarios, de acuerdo con las características operativas del prestador, el volumen 
de usuarios atendidos y las condiciones propias de la prestación del servicio en cada territorio.  
 
No obstante, es importante precisar que el ordenamiento jurídico no establece una estructura 
organizacional uniforme o rígida para todas las empresas prestadoras de servicios públicos 
domiciliarios. En consecuencia, corresponde a cada prestador definir las condiciones operativas, 
administrativas y logísticas de sus oficinas y canales de atención, atendiendo las características 
propias de su área de prestación, el número de usuarios atendidos, las condiciones territoriales 
y la disponibilidad de herramientas tecnológicas. 
 
En todo caso, dichas condiciones organizacionales deben garantizar el ejercicio efectivo de los 
derechos de los usuarios y suscriptores, particularmente en lo relacionado con el acceso a la 
información, la presentación de peticiones, quejas, reclamos y recursos, y la obtención de 
respuestas oportunas, claras y de fondo frente a las actuaciones derivadas de la prestación del 
servicio público domiciliario. 
 
Sin perjuicio de lo anterior, vale la pena mencionar respecto a las formas de canalizar peticiones, 
lo dispuesto por la Corte Constitucional, mediante Sentencia T-230 del 7 de julio de 2020, en 
donde señaló lo siguiente: 
 

“… 4.5.6.1. Formas de canalizar las peticiones. El derecho de petición se puede 
canalizar a través de medios físicos o electrónicos de que disponga el sujeto público 
obligado, por regla general, de acuerdo con la preferencia del solicitante. Tales canales 
físicos o electrónicos pueden actuarse de forma verbal, escrita o por cualquier otra vía 
idónea que sirva para la comunicación o transferencia de datos. 
 
(…) En este orden de ideas, las peticiones formuladas a través de mensajes de datos en 
los diferentes medios electrónicos habilitados por la autoridad pública –siempre que 
permitan la comunicación, deberán ser recibidos y tramitados tal como si se tratara de un 
medio físico. 
 
Por lo demás, los mensajes de datos que se utilicen, siguiendo los mismos parámetros 
básicos del ejercicio del derecho de petición, deberán poder determinar quién es el 
solicitante y que esa persona sea quien en definitiva aprueba el contenido enviado…”. 
(Subraya fuera de texto). 

 
A partir de lo citado anteriormente, se puede deducir que el derecho de petición puede ejercerse 
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mediante medios físicos o electrónicos proporcionados por la entidad pública obligada, según la 
preferencia del solicitante. Estos canales, ya sean físicos o electrónicos, pueden ser empleados 
de forma verbal, escrita o mediante cualquier otro método adecuado para la comunicación o 
transferencia de datos. 
 
De esta manera, las peticiones presentadas a través de mensajes de datos por medios 
electrónicos habilitados por la autoridad pública deben ser recibidas y tramitadas de la misma 
manera que si se hubieran presentado en un medio físico. Adicionalmente, es necesario que los 
mensajes de datos utilizados permitan identificar al solicitante y confirmar que dicha persona 
aprueba el contenido enviado. En este contexto, la sentencia analizada subraya la relevancia de 
la flexibilidad y accesibilidad del derecho de petición, asegurando que, independientemente del 
medio utilizado, se respeten los principios básicos de este derecho, facilitando una comunicación 
efectiva y eficiente entre los ciudadanos y las autoridades. 
 

 CONCLUSIONES: El régimen de los servicios públicos domiciliarios establece como 
obligación de las personas prestadoras constituir oficinas de peticiones, quejas y 
recursos encargadas de recibir, atender, tramitar y responder las solicitudes 
presentadas por los usuarios, suscriptores y suscriptores potenciales, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 153 de la Ley 142 de 1994. 

 

 Ahora bien, el régimen de servicios públicos domiciliarios no impone una estructura 
organizacional rígida o uniforme para todos los prestadores. En consecuencia, es 
viable que cada empresa defina las condiciones operativas y logísticas de sus oficinas 
de acuerdo con las características de su territorio y volumen de usuarios. 

 
 No obstante, el deber de los prestadores gira en torno a garantizar mecanismos 

adecuados para la recepción de peticiones, quejas, reclamos, sugerencias y recursos, 
conforme a las disposiciones legales aplicables y a las condiciones definidas en el 
contrato de condiciones uniformes. 

 
 Adicionalmente, deben asegurar atención personal al público “como mínimo durante 

cuarenta (40) horas a la semana”, por lo que es necesario garantizar el mínimo legal 
para evitar consigo vulneraciones a los deberes de atención al público. Lo anterior, en 
el ejercicio de sus funciones administrativas de conformidad con el artículo 7, numeral 
2, del CPACA. 

 
 Por otra parte, vale la pena destacar lo dispuesto por la Corte Constitucional, mediante 

Sentencia T-230 del 7 de julio de 2020, en donde señaló: “(…) El derecho de petición 
se puede canalizar a través de medios físicos o electrónicos de que disponga el sujeto 
público obligado, por regla general, de acuerdo con la preferencia del solicitante. Tales 
canales físicos o electrónicos pueden actuarse de forma verbal, escrita o por cualquier 
otra vía idónea que sirva para la comunicación o transferencia de datos. 

 
(…) En este orden de ideas, las peticiones formuladas a través de mensajes de datos 
en los diferentes medios electrónicos habilitados por la autoridad pública –siempre que 
permitan la comunicación, deberán ser recibidos y tramitados tal como si se tratara de 
un medio físico. (…)” (Subrayado fuera de texto). 
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 En suma, es deber constitucional de los prestadores de servicios públicos domiciliarios 

garantizar la recepción y respuesta a las peticiones de usuarios y suscriptores, por tanto, 
disponer de calanes de atención que garanticen el ejercicio de dicho derecho 
fundamental.  
 

 Finalmente, es preciso señalar que las funciones de la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliaros se circunscriben a la inspección, vigilancia y control del 
cumplimiento de los contratos de servicios públicos que celebren los prestadores de 
estos servicios y los usuarios de los mismos, así como del cumplimiento de las leyes, 
reglamentos y regulación a los que se encuentran sujetos quienes presten servicios 
públicos o actividades complementarias a los mismos, en cuanto afecten en forma 
directa e inmediata a usuarios determinados y, en consecuencia, sancionar sus 
violaciones. 
 

 En el evento que un usuario tenga conocimiento de ciertas irregularidades o 
incumplimientos por parte de un prestador como es el deber de garantizar mecanismos 
adecuados para la recepción de peticiones, quejas, reclamos, sugerencias y recursos, 
conforme a las disposiciones legales aplicables y a las condiciones definidas en el contrato 
de condiciones uniformes, puede presentar ante esta Superintendencia peticiones 
verbales o escritas, y particularmente elevar denuncias para que, en ejercicio de las 
funciones constitucionales y legales de esta entidad, adelante las gestiones 
correspondientes para investigar y sancionar todas las conductas que sean contrarias al 
régimen de los servicios públicos o que pongan en riesgo su prestación. 

 
Cordialmente, 
 
 
 

CRISTIAN HERNAN BURBANO SANDOVAL 
Jefe Oficina Asesora Jurídica (e) 

 
 
 

 


